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ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / DAÑOS SUFRIDOS POR SERVIDORES ESTATALES / DAÑO SUFRIDO POR INTEGRANTES DE LA FUERZA PÚBLICA / DAÑO CAUSADO A INTEGRANTE DE LA FUERZA PUBLICA EN COMBATE - Muerte de agentes de la Policía Nacional durante incursión armada al municipio de Puracé, Cauca / DAÑO DERIVADO DE VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS Y AL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO / DAÑO POR TOMAS GUERRILLERAS - ATAQUES TERRORISTAS - ATAQUE CAUSADO POR GRUPOS AL MARGEN DE LA LEY / ATAQUE GUERRILLERO / CONFLICTO ARMADO INTERNO COLOMBIANO / FALLA DEL SERVICIO SEGURIDAD Y PROTECCIÓN DEL ESTADO - Desatención de informaciones sobre presencia de actores armados ilegales 
[E]l municipio de Puracé fue objeto de una incursión por parte de actores armados ilegales que destruyeron entre otras edificaciones, la estación de policía, ataque durante el cual fallecieron agentes de policía. (…) El a quo consideró que el daño resultaba imputable a la demandada a título de falla en el servicio, toda vez que desatendió las informaciones que oportunamente conoció acerca del incremento de la presencia de actores armados ilegales en la zona, de las precarias condiciones de la estación de policía de Puracé y por omitir el apoyo que los uniformados requirieron durante el ataque.
CONCEPTO DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA DE HECHO / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA MATERIAL / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA - Procedencia 

La legitimación en la causa tiene dos dimensiones, la de hecho y la material. La primera surge de la formulación de los hechos y de las pretensiones de la demanda, por manera que quien presenta el escrito inicial se encuentra legitimado por activa, mientras que el sujeto a quien se le imputa el daño ostenta legitimación en la causa por pasiva. A su vez, la legitimación material es condición necesaria para, según corresponda, obtener decisión favorable a las pretensiones y/o a las excepciones, punto que se define al momento de estudiar el fondo del asunto, con fundamento en el material probatorio debidamente incorporado a la actuación. Así, tratándose del extremo pasivo, la legitimación en la causa de hecho se vislumbra a partir de la imputación que la demandante hace al extremo demandado y la material únicamente puede verificarse como consecuencia del estudio probatorio, dirigido a establecer si se configuró la responsabilidad endilgada desde el libelo inicial.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Por hechos violentos ocasionados por terceros / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR HECHOS DE TERCEROS - Eventos en los que procede / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL POR ACTOS VIOLENTOS DE TERCEROS - Títulos de imputación de responsabilidad estatal / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA

En casos como el formulado, la Sala Plena de la Sección Tercera, reiterada por esta Sala de Subsección, ha precisado que, de acuerdo con lo que se encuentre probado en el proceso, los títulos por los cuales puede imputarse responsabilidad al Estado por actos violentos de terceros son la falla en el servicio, el riesgo excepcional o el daño especial. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la responsabilidad patrimonial del Estado por hechos violentos ocasionados por terceros, consultar sentencias de 11 de julio de 1996, Exp. 10822, CP. Daniel Suarez Hernández; de 20 de junio de 2017, Exp. 18860, CP. Ramiro Pazos Guerrero; y de 14 de marzo de 2019, Exp. 49617, C.P. Marta Nubia Velásquez Rico.
ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA POR TOMA GUERRILLERA / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LA POLICÍA NACIONAL / ATAQUE GUERRILLERO / INCURSIÓN GUERRILLERA / CONFLICTO ARMADO INTERNO COLOMBIANO / FALLA DEL SERVICIO SEGURIDAD Y PROTECCIÓN DEL ESTADO - Desatención de informaciones sobre presencia de actores armados ilegales en la zona / FALLA DEL SERVICIO DE PROTECCIÓN Y SEGURIDAD DEL ESTADO - La amenaza fue informada anticipadamente / DAÑO SUFRIDO POR INTEGRANTES DE LA FUERZA PÚBLICA - Omisión de apoyo a los uniformados durante el ataque / DAÑO CAUSADO A INTEGRANTE DE LA FUERZA PUBLICA EN COMBATE 
[A] la desatención y poco interés por la vida, la integridad, la seguridad de sus uniformados y el bienestar de la población en general al hacer caso omiso a las informaciones previas sobre la presencia de sujetos hostiles en la zona, se sumó la negligencia durante el ataque de más de doce horas que padecieron pobladores y agentes de la Policía Nacional, pues ante el pedido de ayuda les dijeron que esta iba en camino, lo cual no sucedió, como lo confirmaron los testigos, entre ellos, los uniformados sobrevivientes a la incursión armada. (…) Siendo así, resultaba exigible para la demandada realizar alguna acción encaminada a evitar de forma eficiente y oportuna un ataque como el ocurrido (…) el cual era previsible por las advertencias previas que hizo el comandante de la estación de policía de Puracé a su superior. (…) Dicho lo anterior, se confirmará la declaración de responsabilidad en contra de la demandada.

PERJUICIO MATERIAL POR LUCRO CESANTE - En caso de muerte / PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES - No es incompatible con el reconocimiento de indemnización por lucro cesante / PERJUICIOS MATERIALES POR LUCRO CESANTE - Por lo dejado de percibir por el fallecimiento de familiar en edad productiva / LUCRO CESANTE A FAVOR DE LA COMPAÑERA PERMANENTE / LUCRO CESANTE A FAVOR DE MENOR DE EDAD - Hijos de las víctimas / LUCRO CESANTE CONSOLIDADO / LUCRO CESANTE FUTURO / PARÁMETROS DE LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / RELIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE REPARACIÓN INTEGRAL / APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA NON REFORMATIO IN PEJUS
La parte demandada también apeló la condena por concepto de lucro cesante, pues consideró que a los beneficiarios de los señores (…) la Policía Nacional les otorgó una pensión de sobrevivientes, motivo por el cual no debían recibir una doble indemnización. Al proceso no se allegaron copias de los respectivos actos administrativos en los que consten dichos reconocimientos; no obstante, la Sala advierte que estos rubros son compatibles con la indemnización judicial reconocida en este proceso, dado que, de una parte, provienen de causas jurídicas distintas y, de otra, debe darse aplicación al principio de reparación integral del daño, como ya lo ha señalado en casos similares, motivo por el cual no le asiste razón a la apelante cuando acusa una doble indemnización. (…)Igualmente, la Sala revisará la liquidación de este rubro para hacer las modificaciones a que haya lugar, siempre que beneficien al apelante único Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la aplicación del principio de reparación integral del daño en casos de muerte de integrantes de la fuerza pública, consultar providencia de 28 de septiembre de 2017, Exp. 39324, C.P. Marta Nubia Velásquez Rico (E).
PERJUICIO MORAL POR MUERTE / TASACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / PRESUPUESTOS DE LA TASACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / INDEXACIÓN DE LA TASACIÓN DEL PERJUICIO MORAL - Improcedencia al ser reconocidos en salarios mínimos legales mensuales vigentes RECONOCIMIENTO DEL PERJUICIO MORAL / PARENTESCO DE CONSANGUINIDAD - Primer y segundo grado / REITERACIÓN JURISPRUDENCIAL 

La Sala encuentra ajustados los montos reconocidos, de acuerdo con lo señalado en el precedente consignado en los fallos del 28 de agosto de 2014, específicamente en cuanto al reconocimiento de perjuicios morales en casos de muerte, pues los demandantes se encuentran en el primer y segundo grado de consanguinidad. Las sumas reconocidas no se actualizarán, dado que están expresadas en salarios mínimos legales mensuales vigentes. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la tasación de perjuicios morales en caso de muerte, consultar providencia de 28 de agosto de 2014, Exp. 26251, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa; y de 28 de agosto de 2014, Exp. 32988, C.P. Ramiro Pazos Guerrero.
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Bogotá, D.C., once (11) de julio de dos mil diecinueve (2019)  

Radicación número: 19001-23-31-000-2003-01383-01(40122) acumulado con 19001-23-31-000-2003-01329-01
Actor: MARTHA ELENA SOTELO MOLANO Y OTROS 

Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA POLICÍA NACIONAL 

Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA

Temas: RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑOS CAUSADOS A MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA – muerte de agentes de la Policía Nacional durante incursión armada al municipio de Puracé, Cauca / FALLA EN EL SERVICIO por desatención de informaciones sobre presencia de actores armados ilegales en la zona y omisión de apoyo a los uniformados durante el ataque.            
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida el 24 de agosto de 2010 por el Tribunal Administrativo del Cauca, mediante la cual accedió parcialmente a las pretensiones de las demandas acumuladas en los siguientes términos (se trascribe de forma literal):
“1. DECLARAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional administrativamente responsable de los perjuicios causados a Martha Elena Sotelo Molano, Francy Katherine Montenegro Sotelo, Edgar Mauricio Montenegro Sotelo, Edelmira Bartola Montenegro, Carmen Eugenia Gutiérrez Fernández, Caren Tatiana Quilindo Gutiérrez, Nailen Roxana Quilindo Gutiérrez y Rugoberto Quilindo Cepeda, con ocasión de las muertes de los señores Edwart Nixon Quilindo Cepeda y Edgar Antonio Montenegro ocurridas el 31 de diciembre de 2001, en el municipio de Puracé, departamento del Cauca, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

“2. Como consecuencia, CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar por concepto de perjuicios materiales lucro cesante, los siguientes valores:

“Para Martha Elena Sotelo Molano, la suma de doscientos setenta y nueve millones  cuatrocientos noventa y tres mil setecientos cuarenta y siete pesos con ochenta y siete centavos ($279’493.747,87).  

“Para Francy Katherine Montenegro Sotelo, la suma de noventa millones novecientos veintiséis mil quinientos cincuenta y un pesos con setenta y dos centavos ($90’926.551,72).

“Para Edgar Mauricio Montenegro Sotelo, la suma de ciento seis millones quinientos ochenta y ocho mil seiscientos veinticinco  pesos con cuarenta y tres centavos ($106’588.625,43).

“Para Carmen Eugenia Gutiérrez Fernández, la suma de doscientos cincuenta y nueve millones trescientos veintiocho mil seiscientos ochenta y seis pesos con veintiocho centavos ($259’328.686,28).

“Para Caren Tatiana Quilindo Gutiérrez, la suma de ciento dos millones quinientos sesenta mil cuatrocientos cuarenta y seis pesos con sesenta y seis centavos ($102’560.446,66).

“Para Nailen Roxana Quilindo Gutiérrez, la suma de noventa y cinco millones cuatrocientos cuarenta y ocho mil ciento veintiséis pesos con diecisiete centavos ($95’448.126,17).

“3. CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar por concepto de perjuicios morales los siguientes valores:
“Para Martha Elena Sotelo Molano, la suma de cien salarios mínimos legales mensuales vigentes.  

“Para Francy Katherine Montenegro Sotelo, la suma de cien salarios mínimos legales mensuales vigentes.

“Para Edgar Mauricio Montenegro Sotelo, la suma cien salarios mínimos legales mensuales vigentes.

“Para Carmen Eugenia Gutiérrez Fernández, la suma de cien salarios mínimos legales mensuales vigentes.

“Para Caren Tatiana Quilindo Gutiérrez, la suma de cien salarios mínimos legales mensuales vigentes.

“Para Nailen Roxana Quilindo Gutiérrez, la suma de cien salarios mínimos legales mensuales vigentes.

“Para Edelmira Bartola Montenegro, la suma de cien salarios mínimos legales mensuales vigentes.

“Para Rugoberto Quilindo Cepeda, la suma de cien salarios mínimos legales mensuales vigentes.

“4. Se niegan las demás pretensiones de la demanda.

“5. Las condenas se cumplirán en los términos delos arts. 176 a 178 del C.C.A.

“6. Sin costas (Art. 55 de la Ley 446 de 1998)”.
I.- SÍNTESIS DEL CASO

El 31 de diciembre de 2001, aproximadamente a las 4:30 de la tarde, el municipio de Puracé fue objeto de una incursión por parte de actores armados ilegales que destruyeron entre otras edificaciones, la estación de policía, ataque durante el cual fallecieron los agentes de policía Edwart Nixon Quilindo Cepeda y Édgar Antonio Montenegro.   

II.- A N T E C E D E N T E S
1.- La demanda – expediente 2003-01329 00 (40122)
En escrito presentado el 17 de septiembre de 2003
, la señora Carmen Eugenia Gutiérrez Fernández, quien actúa en su propio nombre y en representación de sus hijos menores de edad Caren Tatiana Quilindo Gutiérrez y Nailen Roxana Quilindo Gutiérrez; así como el señor Rugoberto Quilindo Cepeda
, por conducto de apoderado judicial
, interpusieron demanda en ejercicio de la acción de reparación directa contra la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, con el fin de que se le declarara administrativamente responsable por la muerte del subintendente de esa institución Eduart Nixon Quilindo Cepeda, en hechos ocurridos el 31 de diciembre de 2001, en el municipio de Puracé
.   

1.1.- Las pretensiones
Como consecuencia de la declaración anterior, por concepto de lucro cesante se solicitó la cantidad de $650’000.000 para la señora Carmen Eugenia Gutiérrez Fernández y sus hijas.
A título de perjuicios morales se solicitó el equivalente a 150 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de los demandantes.

1.2.- Los hechos

En la demanda se narró, en síntesis, lo siguiente:

El 31 de diciembre de 2001, a eso de las 4:30 de la tarde, el municipio de Puracé fue objeto de una incursión por parte de actores armados ilegales, quienes destruyeron la estación de policía, las casas fiscales, el Banco Agrario, la iglesia, 8 viviendas particulares; además de los daños causados a la colonia escolar y a otras 19 viviendas particulares. 
En el cruento ataque resultaron muertos el subintendente Eduart Nixon Quilindo Cepeda y el agente Édgar Antonio Montenegro, el primero de ellos fue trasladado herido al puesto de salud, “pero al lugar llegaron los subversivos y lo asesinaron”.

Con anterioridad a la incursión (2 de noviembre de 2001), el comandante de la estación de policía de Puracé había prevenido a sus superiores sobre la presencia subversiva y la posibilidad del ataque, por lo que solicitó de forma urgente refuerzos; sin embargo, para el 31 de diciembre de 2001, la población solo estaba custodiada por 15 uniformados de la Policía Nacional, quienes por más de 13 horas debieron resistir el asalto de aproximadamente 400 subversivos.    
Según un informe de inteligencia de la Policía Nacional del 16 de junio de 2001, meses antes del ataque los subversivos habían planeado y tomado posiciones para realizar su cometido; no obstante ese conocimiento previo de la amenaza, la Policía Nacional no tomó las medidas pertinentes para dotar a la estación de policía de Puracé de los medios logísticos y humanos necesarios para contrarrestar la toma guerrillera. 
Incluso, el mismo comandante había solicitado la construcción de las instalaciones de la estación de policía de Puracé en un lugar que brindara seguridad y bienestar a su personal.

La estación de policía de Puracé no reunía las condiciones para repeler el ataque perpetrado el 31 de diciembre de 2001; además, los actores armados ilegales no solo superaban en número a los uniformados sino que además contaban con armamento no convencional y toda clase de explosivos.
Pese a los llamados de auxilio, los refuerzos llegaron al día siguiente del ataque cuando solo quedaban los escombros de las edificaciones y los cadáveres de los uniformados Eduart Nixon Quilindo Cepeda y Édgar Antonio Montenegro.

2.- La demanda – expediente 2003-01383 00 (40122)

En escrito presentado el 24 de septiembre de 2003
, la señora Martha Elena Sotelo Molano, quien actúa en su propio nombre y en representación de sus hijos menores de edad Francy Katherine Montenegro Sotelo y Édgar Mauricio Montenegro Sotelo; así como la señora Edelmira Bartola Montenegro
, por conducto de apoderado judicial
, interpusieron demanda en ejercicio de la acción de reparación directa contra la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, con el fin de que se le declarara administrativamente responsable por la muerte del agente de esa institución Édgar Antonio Montenegro, en hechos ocurridos el 31 de diciembre de 2001, en el municipio de Puracé
.   
2.1.- Las pretensiones
Como consecuencia de la declaración anterior, por concepto de lucro cesante se solicitó la cantidad de $670’000.000 para la señora Martha Elena Sotelo Molano y sus hijos.
A título de perjuicios morales se solicitó el equivalente a 150 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de los demandantes.
2.2.- Los hechos

En esta demanda se narraron los mismos hechos que en la radicada con el número 2003-01329-00.
3.- El trámite de primera instancia
3.1. La admisión de las demandas y su notificación

En cuanto al expediente número 2003-01329-00 el Tribunal a quo admitió la demanda por auto del 23 de septiembre de 2003
, providencia que fue notificada en debida forma al Ministerio Público
 y a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional
. 

Mediante auto del 6 de octubre de 2003
, el a quo admitió la demanda número 2003-01383-00, decisión de la cual también fueron notificados en debida forma el Ministerio Público
 y la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional
.

3.2.- Contestación de la demanda  
La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional contestó las demandas y se opuso a las pretensiones en ellas formuladas.

Sostuvo que los señores Eduart Nixon Quilindo Cepeda y Édgar Antonio Montenegro fallecieron en cumplimiento de su deber legal y que debía recordarse que la fuerza pública actúa con los medios puestos a su disposición, mientras que en materia de orden público al Estado no se le podía pedir lo imposible.

Señaló que los agentes de policía se encontraban capacitados para contrarrestar las acciones delincuenciales y que solo era posible demandar al Estado por los daños sufridos por sus uniformados cuando los mandos de la institución incurrían en errores tácticos o logísticos, lo que se traducía en una falla en el servicio, la cual no ocurrió en los casos demandados.  

Formuló la excepción denominada “cumplimiento de un deber legal”
.
3.3.- Acumulación de procesos

El 27 de agosto de 2004
, el apoderado de los demandantes en los procesos números 2003-01329-00 y 2003-01383-00 solicitó que se decretara su acumulación, debido a que las demandas se fundaban en iguales hechos y contra la misma entidad accionada.  

A través de auto del 5 de octubre de 2004
, el a quo decretó la acumulación de los procesos números 2003-01329-00 y 2003-01383-00 y ordenó que se continuara su trámite de forma conjunta.

3.4. La etapa probatoria y los alegatos de conclusión

Mediante auto del 11 de noviembre de 2004
, el a quo decretó las pruebas solicitadas por las partes en ambos expedientes.

Vencido el período probatorio, por auto del 27 de marzo de 2006
, se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para lo de su competencia. 

La parte demandante presentó escrito en el que señaló que la prueba documental así como los testigos, quienes eran pobladores del municipio de Puracé y uniformados sobrevivientes al ataque del 31 de diciembre de 2001, evidenciaron las fallas tácticas, logísticas y humanas en que incurrió la Policía Nacional y que permitió la ocurrencia de una toma guerrillera previsible
.       
La entidad demandada y el Ministerio Público guardaron silencio en esta etapa procesal.

II. LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Tribunal Administrativo del Cauca, en sentencia del 24 de agosto de 2010, accedió a las pretensiones de las demandas acumuladas.
Encontró acreditadas las muertes de los señores Eduart Nixon Quilindo Cepeda y Édgar Antonio Montenegro ocurridas el 31 de diciembre de 2001, en el municipio de Puracé, de acuerdo con su registros civiles de defunción y los documentos allegados con la copia auténtica de la indagación preliminar 001/2001 que adelantó la Policía Nacional por los hechos. 
Igualmente, consideró que la entidad demandada incurrió en falla en el servicio, pues, según la prueba documental y testimonial, desatendió las informaciones que oportunamente conoció acerca del incremento de la presencia de actores armados ilegales en la zona, de las precarias condiciones de la estación de policía de Puracé y de su personal y omitió el apoyo que los uniformados requirieron durante el ataque del 31 de diciembre de 2001.  
Señaló que, previo a la ocurrencia del ataque perpetrado el 31 de diciembre de 2001, el comandante de la estación de policía de Puracé solicitó refuerzos de personal, pero no obtuvo respuesta de sus superiores y tampoco cuando requirió apoyo durante la toma a la población.

Como consecuencia, ordenó la indemnización por lucro cesante en favor de las cónyuges supérstites e hijos de las víctimas. También reconoció los perjuicios morales solicitados por todos los demandantes
.

Se advierte que el a quo en el numeral 4 de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia negó las demás pretensiones de la demanda, pero en realidad accedió a todas las solicitadas por los demandantes consistentes en el lucro cesante y en los perjuicios materiales.    

III. EL RECURSO DE APELACIÓN

La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional interpuso recurso de apelación en contra del fallo de primera instancia, con el fin de que se revoque dicho proveído.

Señaló que, para el 31 de diciembre de 2001, no solo se tenían informaciones de presencia subversiva en el municipio de Puracé sino en todo el departamento del Cauca, pues incluso las instalaciones de la Policía Nacional en Popayán también fueron atacadas.

Aseguró que la estación de policía de Puracé, para la fecha de los lamentables hechos, se encontraba dotada con lo que el Departamento de Policía del Cauca tenía a su disposición y que cuando inició el ataque se coordinó la ayuda con el Ejército Nacional y la Fuerza Aérea, pero la patrulla del batallón José Hilario López fue emboscada y perdieron la vida varios soldados.

Agregó que no compartía la condena por concepto de lucro cesante, dado que a los beneficiarios de los señores Eduart Nixon Quilindo Cepeda y Édgar Antonio Montenegro la Policía Nacional les otorgó una pensión, motivo por el cual no debían recibir una doble indemnización
.

Finalmente, solicitó que se decretaran como pruebas de segunda instancia las copias de los actos administrativos por los cuales se reconoció la pensión a los beneficiarios de las víctimas, las que debían solicitarse a la oficina de prestaciones sociales de la Policía Nacional, así como la información sobre el apoyo militar que se brindó el 31 de diciembre de 2001 a la estación de policía de Puracé, la cual debía pedirse al batallón José Hilario López con sede en Popayán.  

1.- El trámite de segunda instancia

Mediante auto del 17 de septiembre de 2010
, el Tribunal a quo fijó fecha para la audiencia de conciliación prevista en el artículo 70 de la Ley 1395 de 2010, la cual se celebró el 10 de noviembre de 2010
, fecha en la cual se declaró fallida y se concedió el recurso de apelación presentado por la parte demandada.
El 23 de septiembre de 2011
, la parte demandante presentó recurso de reposición  contra la anterior providencia, a fin de que se declarara desierto el recurso de apelación presentado por la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, toda vez que el poder otorgado al apoderado de dicha entidad carecía de presentación personal. 
Mediante providencia del 2 de marzo de 2012
, esta Corporación devolvió el expediente al Tribunal a quo a fin de que resolviera el recurso de reposición presentado por la parte actora, contra la providencia que concedió el recurso de apelación a la demandada.

El 10 de agosto de 2012
, el Tribunal a quo rechazó el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante por ser extemporáneo. 

El 15 de agosto de 2012
, la parte actora interpuso recurso de reposición contra el auto del 10 de agosto de 2010, el cual fue rechazado por improcedente.

Mediante auto del 30 de abril de 2013
, esta Corporación admitió el recurso de apelación formulado por la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional.
Dicha providencia fue corregida mediante auto del 24 de mayo de 2013
, pues, por error, se señaló que se admitía el recurso interpuesto por la parte actora, cuando en realidad el recurso fue formulado por la entidad demandada.
El 5 de junio de 2013
, la parte demandante presentó recurso de súplica en contra de esta última providencia mencionada, a fin de se declarara desierto el recurso de apelación interpuesto por la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, toda vez que el poder otorgado al apoderado de dicha entidad carecía de presentación personal.
No obstante, se observó que el poder otorgado al apoderado de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional sí tenía presentación personal así como los respectivos anexos que acreditaban la calidad del poderdante
 y que dicho apoderado asistió a la audiencia de conciliación en la que el a quo le concedió el recurso de apelación. 

En auto del 10 de diciembre de 2013
, esta Corporación rechazó por improcedente el recurso de súplica, dado que la parte actora buscaba que se declarara desierto el recurso de apelación y la providencia suplicada no fue la que admitió la impugnación contra la sentencia de primera instancia.  

El 27 de enero de 2014
, esta Corporación negó el decreto de las pruebas solicitadas por la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional en su recurso de apelación, dado que no cumplían con los requisitos previstos en el artículo 214 del C.C.A.
2.- Los alegatos de conclusión en segunda instancia

A través de auto del 28 de febrero de 2014
 se corrió traslado a las partes para que alegaran de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto, si así lo consideraba pertinente.

La parte demandada presentó escrito en el que insistió en los argumentos expuestos en el recurso de apelación y agregó que el daño fue responsabilidad de un tercero
.  

La parte actora y el Ministerio Público guardaron silencio en esta etapa procesal. 

IV.- C O N S I D E R A C I O N E S

1.- Competencia

Esta Corporación es competente para conocer del presente asunto de conformidad con el artículo 129 del C.C.A., por tratarse de un proceso de doble instancia en razón de la cuantía
, dado que la pretensión mayor ($670’000.000) excede la suma de $36’950.000 a la fecha de presentación de las demandas (17 y 24 de septiembre de 2003).  

2. La oportunidad de la acción

Los demandantes fundan sus pretensiones en las muertes de los señores Eduart Nixon Quilindo Cepeda y Édgar Antonio Montenegro, ocurridas el 31 de diciembre de 2001.  

Siendo así, los actores tenían hasta el 1 de enero de 2004 para ejercer la reparación directa y presentaron las demandas el 17 y 24 de septiembre de 2003, esto es, dentro del plazo indicado en el artículo 136, numeral 8, del C.C.A.
3. La legitimación en la causa 

La legitimación en la causa tiene dos dimensiones, la de hecho y la material. La primera surge de la formulación de los hechos y de las pretensiones de la demanda, por manera que quien presenta el escrito inicial se encuentra legitimado por activa, mientras que el sujeto a quien se le imputa el daño ostenta legitimación en la causa por pasiva.

A su vez, la legitimación material es condición necesaria para, según corresponda, obtener decisión favorable a las pretensiones y/o a las excepciones, punto que se define al momento de estudiar el fondo del asunto, con fundamento en el material probatorio debidamente incorporado a la actuación.

Así, tratándose del extremo pasivo, la legitimación en la causa de hecho se vislumbra a partir de la imputación que la demandante hace al extremo demandado y la material únicamente puede verificarse como consecuencia del estudio probatorio, dirigido a establecer si se configuró la responsabilidad endilgada desde el libelo inicial.

3.1.- Legitimación en la causa de los demandantes

Martha Elena Sotelo Molano, Francy Katherine Montenegro Sotelo, Édgar Mauricio Montenegro Sotelo, Edelmira Bartola Montenegro, Carmen Eugenia Gutiérrez Fernández, Caren Tatiana Quilindo Gutiérrez, Nailen Roxana Quilindo Gutiérrez y Rugoberto Quilindo Cepeda son los demandantes, en cuanto promovieron los procesos de la referencia, de ahí que se encuentre probada su legitimación en la causa de hecho. 

En cuanto a la legitimación material, encuentra la Sala que, de conformidad con la copia auténtica de los registros civiles de matrimonio y de nacimiento de los accionantes
, se trata de las cónyuges supérstites, hijos, madre y hermano, respectivamente, de las víctimas, razón por la cual les asiste legitimación material para accionar.    

3.2.- Legitimación en la causa de la demandada
La Nación-Ministerio de Defensa Policía Nacional se encuentra legitimada en la causa por pasiva de hecho, pues de lo narrado en las demandas se concluye que es a dicha entidad a la que se le imputan los daños objeto de la controversia.

En cuanto a la legitimación material en la causa, se aclara que esta, por determinar el sentido de la sentencia -denegatoria o condenatoria-, no se analizará ab initio, sino al adelantar el estudio que permita determinar si los daños alegados por los actores le resultan imputables.

4. El objeto del recurso de apelación

La parte demandada impugnó la sentencia de primera instancia fundada en los siguientes argumentos: i) no existió falla en el servicio, pues la estación de policía de Puracé se encontraba dotada con lo que el Departamento de Policía del Cauca tenía a su disposición y sí se coordinó la ayuda con el Ejército Nacional y la Fuerza Aérea; ii) no procede la condena por concepto de lucro cesante, dado que la Policía Nacional le reconoció pensión de sobrevivientes a los beneficiarios de las víctimas.  
5.- Lo probado en el proceso

5.1.- El municipio de Puracé fue objeto de un ataque por parte de un grupo armado ilegal el 31 de diciembre de 2001
Así lo confirmó el comandante de la estación de policía de Puracé en su informe del 1 de enero de 2002, dirigido al comandante del Departamento de Policía del Cauca en los siguientes términos (se trascribe de forma literal):
“Por medio del presente me permito informarle a mi Coronel la novedad ocurrida el día de ayer 31-12-01 a las 16:50 horas cuando 300 hombres aproximadamente pertenecientes a la columna Jacobo Arenas FARC incursionaron en esta población utilizando armamento de largo alcance, rockets, granadas de fusil, cilindros de gas, bombas incendiarias, canecas de gasolina (armas no convencionales). 

“El personal adscrito a la estación de policía repelió de inmediato el ataque subversivo informando inmediatamente la situación a la sala de radio del departamento, asumiendo las posiciones estipuladas en el plan de defensa de las instalaciones, localidad e instrucciones impartidas anteriormente al respecto.

“A pesar del acto valeroso de la comunidad donde aproximadamente 200 personas acompañadas de una chirimía y portando banderas trataron de impedir el ataque no logrando su objetivo y continuándose la incursión prolongándose hasta las 03:00 horas del día 01-01-02 aproximadamente, cuando empezaron a retirarse los bandoleros cesando completamente las acciones a las 05:30 horas.

“(…).

“Quedando completamente destruidas e incineradas las instalaciones policiales, con destrucción total de los elementos de intendencia existentes en la unidad. 

“(…).

“Nota: según informaciones de la ciudadanía el señor S.I. QUILINDO CEPEDA EDUART fue herido frente a las instalaciones de la galería y rematado posteriormente cuando recibía atención médica en el puesto de salud.

“Instalaciones policiales destruidas así como el banco agrario, entidades oficiales, casa cural, centros educativos y varias viviendas aledañas a la estación”
.    

Sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrió el ataque, el agente Humberto Hernández, adscrito a la estación de policía de Puracé, declaró ante el a quo lo siguiente (se trascribe de forma literal):   

“Yo me encontraba de servicio realizando tercer turno y al caer la tarde (entre las 4 y las 5) se escucharon unas explosiones en las cuadras  de alrededor y se notó que era la guerrilla y me dirigí a sacar la munición de reserva y me dirigí hacia la parte del colegio que estaba cerca de la estación cuando ya nos estaban disparando de diferentes sitios, en el sector del parque en la casa cural se encontraba el agente Puchana y el patrullero Lenis quienes estaban combatiendo con los guerrilleros en la parte del frente y yo los estaba ayudando en la parte del colegio. Más tarde le dieron explosión a la caja agraria y como había unas gradas como escalera metálica entre el colegio y la caja agraria yo abrí fuego contra ellos y apoyé a los compañeros que estaban en el parque y por otros lados estaban otros compañeros y el resto de subversivos. Más tarde se fue la luz y se escuchaban explosiones en diferentes sitios alrededor y me quedé en el sector del colegio y de la estación hasta el otro día. Al otro día escuché que unos compañeros me buscaban y salí, de ahí me di cuenta que habían caído dos compañeros. (…) PREGUNTADO. Informe al despacho si con anterioridad a la toma guerrillera el comando de la estación de policía de Puracé había solicitado refuerzos a sus superiores en la ciudad de Popayán o si en el momento del ataque se alcanzó a pedir apoyo, ante qué autoridades lo hicieron, por qué medios lo hicieron y si recibieron apoyo o refuerzo oportuno. CONTESTÓ. (…) En el momento del ataque lógicamente que se pidió apoyo por radio de comunicación y lo hizo el comandante de guardia, pero nunca llegó porque en esos momentos estaban atacando a la población de Coconuco y todo el apoyo y el avión fantasma era para ellos. (…) Nuestro armamento estaba en buen estado, en ese momento habíamos tres de servicio y los otros compañeros estaban alrededor pero como cada uno dormía en otra parte arrendado porque ahí no había espacio, el número más o menos máximo era de 16 personas y fuera de eso había 1 o 2 con permiso y el número de insurgentes era cantidades, porque ellos taponan desde el puente Cauca hasta arriba a la entrada del pueblo, más dentro del pueblo”
 (Negrillas de la Sala).          

Por su parte, el agente José Vicente Acero, también adscrito a la estación de policía de Puracé para el día de los hechos, narró lo siguiente (se trascribe de forma literal):   
“Ese día nos encontramos en la estación del municipio y el antes mencionado (Edgar Antonio Montenegro) hizo turno conmigo en la mañana, luego nos fuimos a descansar, yo vivía en las instalaciones y por ahí después de las 4:00 pm se sentían tiros, pero yo creía que era pólvora, luego me di cuenta que se trataba de otras armas superiores, no eran las mismas y saqué mi fusil y todos los elementos del combate y disparé, hice lo que me correspondía. Por ahí en el lapso de 1 hora, la guerrilla por megáfono decía que nos rindiéramos, al rato la misma guerrilla decía que el señor Edgar estaba herido y al lapso de tiempo gritaba que él estaba muerto. Siguió la toma normal, los compañeros pedían apoyo a Popayán y en ese momento no llegó, al instante de eso sobrevoló un helicóptero una sola vez, pero no bajito sino alto, después de eso la misma guerrilla decía que había un subintendente herido, el señor Quilindo Cepeda, que nos entregáramos, y así siguieron con el megáfono gritando que nos entregáramos, pero nosotros esperábamos que nos llegara el apoyo pero nunca llegó ni por tierra ni por aire. Después de que sucedió eso en Puracé entraron a Coconuco y yo escuchaba que a Coconuco sí le mandaron apoyo aéreo y a nosotros nada, nos empezaron a tirar pipetas de gas que con una sola que tiraron cayó en una casa y la destruyó toda y así nos cogieron a punta de pipas y toda arma pesada y al pasar el tiempo la misma guerrilla decía que el intendente estaba muerto. Repetían que nos entregáramos. Yo digo que a nosotros en sí el Gobierno nos abandonó, nos dejaron solos allá. PREGUNTADO. Informe al despacho si con anterioridad a la toma guerrillera el comando de la estación de policía de Puracé había solicitado refuerzos a sus superiores en la ciudad de Popayán o si en el momento del ataque se alcanzó a pedir apoyo, ante qué autoridades lo hicieron, por qué medios lo hicieron y si recibieron apoyo o refuerzo oportuno. CONTESTÓ. Antes sí se pidió apoyo y en el momento del ataque los que quedaron con radio pidieron apoyo por radio a la base de Popayán y tengo entendido que hasta por celular pidieron apoyo los que tenían celular, todo el mundo no tenía celular, y ese apoyo no llegó nunca, el apoyo que llegó fue el que llegó el 1 de enero que fue que llegaron a recogernos. (…) El problema es que ellos portan armas ilegales que son los cilindros y ellos eran una cantidad grande y nosotros éramos poquitos, menos de 15, ellos eran más de 250. Nos encendieron por todo lado y con las armas que ellos utilizan, con las pipetas de gas en cantidad destruían mucho. En eso nos superaban más del 100% porque no utilizamos armas de esas. (…). PREGUNTADO. En respuestas anteriores manifiesta usted que un helicóptero sobrevoló la zona donde se desarrollaba el combate con los grupos insurgentes. Sobre el particular ¿puede informar al honorable Tribunal si esta aeronave prestó auxilio a la fuerza pública que combatía y cómo eran las condiciones de visibilidad al momento en que sobrevolaba en el sitio del combate?. CONTESTÓ. La aeronave no nos prestó ningún apoyo y el estado del tiempo era bueno, no estaba nublado, estaba normal, eso fue lo más raro que se nos hizo, por qué no nos prestó ayuda si el tiempo era normal. PREGUNTADO. Teniendo en cuenta que en la toma subversiva fueron muertos dos uniformados de la Policía Nacional, ¿puede usted informar al despacho qué pasó con ellos aquella noche? CONTESTÓ. Montenegro se quedó en la casa pero yo no sé, y al subintendente los civiles lo llevaron al hospital y ni el hospital ni la guerrilla le prestó primeros auxilios antes lo mató ahí (…) allá nos dejaron abandonados peor que niños huérfanos y que eso no debieron hacerlo”
 (Negrillas de la Sala).                   
También el agente Segundo Eduardo Puchana Jurado, adscrito a la estación de policía de Puracé para el 31 de diciembre de 2001, declaró que se encontraba en el parque y a las 4:45 empezaron los disparos y supo que se trataba de una toma subversiva “inmediatamente se informó al comando en Popayán la situación que estábamos viviendo”, se refugió en el parque y siguió combatiendo junto a sus compañeros, luego se desplazó hacia la casa cural donde fue atacado con cilindros bomba y el lugar fue destruido, de ahí se dirigió a un cultivo de papa y como a las 6 de la mañana regresó al parque cuando se enteró que 2 de sus compañeros habían perdido la vida.
En cuanto a la existencia de amenazas previas al ataque del 31 de diciembre de 2001 y a la solicitud de apoyo a sus superiores, el mismo testigo manifestó (se trascribe de forma literal):
“Sí eso estaba amenazado, se habían enviado informes sobre esa amenaza al comando, que eso es zona donde opera el 28 frente de las FARC del Jacobo Arenas y ese fue el grupo que nos atacó a nosotros. (…) Sí se informó por los radios de comunicación, unos radios pequeños Motorola portátil, dos radios que había, el uno lo cargaba el comandante de guardia y el otro mi persona, inmediatamente comenzó la toma se reportó a Popayán a la Central, se pidió el apoyo, lo único que decían era ‘tranquilos que el apoyo ya salió’ y el apoyo no llegó sino el 1 de enero. PREGUNTADO. Informe al despacho cuáles eran las características físicas y logísticas de las instalaciones de la estación de policía ubicadas en el municipio de Puracé y si estas reunían las exigencias necesarias de seguridad para repeler un ataque, así como de bienestar para el personal. CONTESTÓ. Prácticamente no había puesto, era una casa sencilla que constaba de dos piezas ahí se había acomodado una parte para la sala de radio y en una pieza donde nos encontrábamos cuatro unidades policiales, el resto lo hacía por fuera porque no había espacio y el techo estaba cubierto con eternit pero estaba deteriorado, eso no ofrecía ninguna seguridad. (…) El armamento que teníamos correspondía a fusil Galil calibre 7-62, granadas de fragmentación que cada quien tenía de dotación personal, lo cual no era suficiente con la calidad de armas con que nos atacaron, nos atacaron con ametralladoras, morteros, pipas de gas, bombas de gasolina, armas no convencionales y gran cantidad de personal subversivo que nos cercaron totalmente. (…) Durante el ataque no se recibió ningún apoyo, únicamente se escuchó sobrevolar un helicóptero pero no hicieron nada. (…) los subversivos que nos atacaron fueron más de 200 porque estaban por todo lado, nos tenían cerrados y el personal de la estación eran como 16 hombres”
 (Negrillas de la Sala).                         

Asimismo, el agente Édgar Ascué Muñoz
, otro uniformado que padeció el ataque a la estación de policía de Puracé el 31 de diciembre de 2001, señaló que se encontraba a dos cuadras de la estación cuando inició el hostigamiento con tiros de fusil y pipas de gas y que se dirigió a la casa donde vivía y junto a 3 compañeros repelió el ataque. 

Sostuvo que en la estación de policía de Puracé no sabían con exactitud que en esa fecha iba a ocurrir el ataque “pero sí se sabía que iban a atacar la estación”, dijo que antes de la toma habían solicitado refuerzos y también en cuanto empezó el ataque, pero el apoyo solo llegó al otro día, “eso no fue apoyo”.
Agregó que las instalaciones de la estación de policía de Puracé “no brindaban ninguna clase de seguridad, eran paredes de ladrillo como cualquier residencia familiar”. Indicó que, según los comentarios de los pobladores, fueron más o menos unos “trescientos guerrilleros” los que atacaron el municipio, mientras que los uniformados de la Policía Nacional para enfrentarlos eran 16 o 17. También señaló que los atacantes usaron armas no convencionales, como pipas de gas y gasolina, mientras que los policías solo portaban fusil y granadas de mano.                       

Igualmente, el señor Jaime Horacio Rojas Orozco, habitante del municipio de Puracé y quien presenció los hechos del 31 de diciembre de 2001, declaró lo siguiente (se trascribe de forma literal):
“Sí, me encontraba en la localidad de Puracé, un promedio de las 4:00 de la tarde en dicha población hubo una incursión guerrillera, siendo así que la población nos lanzamos a la calle en razón de protesta, o sea toda la población, oponiéndonos a la toma guerrillera que se estaba efectuando ese día, la población salió con tamboras a ubicarnos en el parque central, nosotros estuvimos entre el parque central y el puesto de policía, en medio de esos disparos nosotros nos oponíamos rotundamente a la destrucción del pueblo, podemos decir que un número de personas nos dirigimos por la estación de policía a tomar la calle principal encontrándonos con los agentes de policía Santacruz que es intendente, el finado Nixon Quilindo agente intendente que creo que era él, el agente Montenegro que también falleció, encontrando herido al agente Nixon Quilindo en ese mismo instante la población que se encontraba ahí reunida favoreció al subintendente Santacruz y lo escondió del enemigo para que no lo fueran a dar de baja, a la vez también manifestando que el agente herido fue llevado al centro de salud, lo llevamos entre varias personas que estaban ahí presentes, con tan mala fortuna que el agente falleció en el mismo centro de salud, es todo. PREGUNTADO. Informe al H. Tribunal si tiene conocimiento ¿cuantos uniformados de la Policía Nacional se encontraban prestando sus servicios en la población de Puracé el 31 de diciembre de 2001 y si conocía a cada uno en particular? CONTESTÓ. Pues en ese instante había visto a los agentes que estaban de turno que era un promedio de cuatro agentes de policía, estaba el agente Santacruz, el agente Quilindo, el agente Montenegro, el otro no me acuerdo bien el nombre de él que fue el que se metió a la casa cural; había dos agentes de civil que los metimos en la multitud para que no los fueran a matar, no me acuerdo de los nombres de ellos, no recuerdo más de los otros agentes. PREGUNTADO. (...) ¿sabe usted si por algún medio se informó o se pidió apoyo a los mandos de la fuerza pública en la ciudad de Popayán y si tales autoridades prestaron apoyo inmediato  y oportuno a los uniformados que eran objeto de ataque. CONTESTÓ. Sí, el apoyo se pidió telefónicamente de muchas viviendas de la localidad de Puracé, las esposas de los policías y los mismos policías se comunicaron con el comando de la policía en Popayán no llegando ningún apoyo de la localidad de Popayán a Puracé, dejando a estos policías desamparados a merced del enemigo, lo único que hubo fue el sobrevuelo de un helicóptero como a las 4:30 y 5:00 de la tarde, no habiendo más. (…) Sí sobrevoló una nave o helicóptero, no hizo disparos, a eso de las 4:30 y 5:00 de la tarde, se demoró unos 5 minutos, no volvió más, se oía que prestaban apoyo era a Coconuco pero a Puracé no, el día estaba despejado, estaba haciendo un buen clima la noche fue estrellada. PREGUNTADO. Informe al H. Tribunal si le constan los pormenores y las circunstancias como fueron muertos los policías Eduart Nixon Quilindo Cepeda y Edgar Antonio Montenegro. CONTESTÓ. Los agentes fueron muertos en cumplimiento de su labor, al agente Nixon lo recogimos en la calle principal entre la galería y el puesto de policía subiendo a mano izquierda, había quedado en el andén de la señora Josefina Orozco, él tenía sangrado como en el pecho, cuando lo alzamos le sentimos la respiración y entre la multitud lo llevamos al centro de salud, yo fui uno de los que lo alzamos y lo llevamos, incluso nos lanzaron una granada los insurgentes pero no nos dio, cuando lo entramos al centro de salud ya estaba inconsciente, la guerrilla estaba afuera y nos trataban mal, el otro policía señor Montenegro, él combatía desde las ventanas de la casa de Orlando Manquillo, de él no puedo dar más razón porque nos fuimos con Nixon y favorecimos a Santacruz y lo escondimos para que no lo mataran”
 (Negrillas de la Sala).
También la señora Consuelo Inelda Pisso, residente del municipio de Puracé y quien se encontraba en el lugar para el día de los hechos, narró que a eso de las 4:30 de la tarde cuando comenzaron a disparar creyó que eran “totes”, que vivía a tres cuadras de la estación de policía y que salió a buscar a su hijo quien se encontraba en la calle, luego volvió a su casa, dado que los policías y la “guerrilla” disparaban por “lado y lado” y sintió miedo. 
Señaló que para ese día la estación de policía contaba con 12 a 15 uniformados y que no recibieron apoyo alguno. En cuanto a las circunstancias en que fallecieron los señores Eduart Nixon Quilindo Cepeda y Édgar Antonio Montenegro señaló (se trascribe de forma literal):
“A las 6 de la mañana del día primero de enero salimos varias personas para ver los escombros y daños dejados por los guerrilleros y el agente Quilindo estaba en la antigua casa cural, estaba tirado en el andén, ya estaba cobijado o tapado con una sábana y ya nos fuimos para la otra cuadra y estaba el otro agente Montenegro, estaba en la casa del señor Orlando Masquillo, estaba en una de las piezas muerto y vi los sesos esparcidos en la pared y de eso no sé nada más”
 (Negrillas de la Sala).                       
Igualmente, el señor Orlando Manquillo Campo, otro residente de Puracé que presenció los hechos del 31 de diciembre de 2001, señaló que estaba en la calle cuando comenzaron los disparos y que vio a los uniformados “prestando su servicio”, pero esperó en su casa a que la confrontación terminara para no quedar en medio del fuego cruzado. 

Señaló que el día del ataque había 14 uniformados y que llamó a su cuñada a Popayán para que esta pidiera apoyo al Ejército y a la Policía y que le decían que ya habían enviado la ayuda, pero esta nunca llegó, que solo escuchó a un helicóptero que sobrevoló a eso de las 5:30 de la tarde “pero fue el sobrevuelo no más y ya no se volvió a escuchar nada, ya a las 6 o 6:30 de la noche nos quedamos sin energía y sin comunicaciones”.
Respecto de la forma como murieron los señores Eduart Nixon Quilindo Cepeda y Édgar Antonio Montenegro señaló (se trascribe de forma literal):

“Al finado Quilindo le dieron primero, él murió en combate, lo mismo que el finado Montenegro, éste último se enfrentó desde la ventana de mi casa porque no le dieron chico a salir, la guerrilla empezó a lanzar bombas y dañaron ventanas y puertas de mi casa y en ese momento fue que en la pieza donde vivía fue acribillado por la guerrilla y yo desde donde estaba lo alcancé a escuchar diciendo o pidiendo ayuda, a eso de las 10:30 de la noche ya salí y lo encontré en la pieza, con la cara totalmente volada a tiros, estaba totalmente desfigurado
”.     

Asimismo, la señora Edilma Gurrute Mazabuel declaró que al municipio de Puracé ingresaron hombres vestidos de camuflado, que vivía junto a la estación de policía y que no salió de su casa porque sintió mucho temor. 
Señaló que la población contaba con “unos trece o quince uniformados y se turnaban para prestar el servicio” y que los señores Eduart Nixon Quilindo Cepeda y Édgar Antonio Montenegro vivían en su casa, que tanto su esposo como la esposa del subintendente Quilindo, Carmen, pidieron ayuda vía telefónica, pero “no hubo respuesta sino hasta el otro día que llegaron los refuerzos pero ya era tarde”.
Frente a las muertes de los uniformados Eduart Nixon Quilindo Cepeda y Édgar Antonio Montenegro indicó lo siguiente (se trascribe de forma literal):

“Del finado Quilindo no puedo decir nada porque él estaba prestando servicio afuera en la calle y del finado Montenegro él entró a prestar servicio a la una de la tarde y él reciba a las 7 de la noche turno y cuando entró la guerrilla él se estaba bañando y cuando él se dio cuenta de que la guerrilla se tomó el pueblo él se colocó el camuflado y salió a enfrentarla desde la sala de la casa porque ya estaba todo poblado de guerrilla y él murió en la pieza de la casa, no me di cuenta a qué hora pasó a la pieza ya que nosotros estábamos encerrados en otra pieza, se dice que él desde la ventana se defendió porque había guerrilleros heridos”
.     

El Departamento de Policía del Cauca realizó una investigación disciplinaria por los hechos del 31 de diciembre de 2001, la cual archivó el 27 de mayo de 2002, al concluir que los uniformados “respondieron al ataque subversivo con gran arrojo y valor, agotando los recursos disponibles para la defensa de la población, de las instalaciones policiales y hasta de su integridad personal”, como consta en la copia de la providencia allegada por la parte demandante, prueba decretada por el a quo
.     
De modo que el 31 de diciembre de 2001, actores armados ilegales atacaron el municipio de Puracé, en número de al menos 300 frente a no más de 16 uniformados de la Policía Nacional, quienes no contaban con instalaciones seguras para repeler desde allí el ataque.

Los uniformados se encontraron dispersos en el pueblo enfrentando el ataque armado solo con fusiles y granadas de mano, mientras los subversivos usaron armas no convencionales (cilindros de gas, gasolina, etc.).

En cuanto inició el hostigamiento tanto los uniformados como algunos pobladores solicitaron apoyo a la sede de la Policía Nacional en Popayán, les dijeron que los refuerzos iban en camino, pero la ayuda solo llegó al día siguiente, cuando la hostilidad había cesado.  
5.2.- El subintendente Eduart Nixon Quilindo Cepeda y el agente Édgar Antonio Montenegro, adscritos a la estación de policía de Puracé, fallecieron el 31 de diciembre de 2001, durante el ataque armado al municipio de Puracé 
Así consta en las copias auténticas de sus registros civiles de defunción allegados al proceso
.

Igualmente, en las actas de levantamiento de sus cadáveres, diligencia realizada por investigadores judiciales del C.T.I. de la Fiscalía General de la Nación el 1 de enero de 2002, en las instalaciones del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Popayán, se dejó constancia de que los uniformados “murieron como consecuencia de un ataque guerrillero perpetrado por la columna Jacobo Arenas de las FARC-EP que se inició a las cinco de la tarde del 31 de diciembre de 2001 y se prolongó hasta altas horas de la noche”
.     
En las copias de los protocolos de las necropsias practicadas en el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Popayán el 1 de enero de 2002 consta que el agente Édgar Antonio Montenegro murió por “heridas por proyectil de arma de fuego en el cráneo y en diferentes parte del cuerpo”
 y que el subintendente Eduart Nixon Quilindo Cepeda falleció por “herida por proyectil de arma de fuego en tórax”
.    

Asimismo, en el informe suscrito del 1 de enero de 2002, dirigido al comandante del Departamento de Policía del Cauca, el comandante de la estación de policía de Puracé señaló que, en desarrollo de las acciones violentas provocadas por los actores armados ilegales el 31 de diciembre de 2001, los uniformados Eduart Nixon Quilindo Cepeda y Édgar Antonio Montenegro perdieron sus vidas
.   
De igual modo, los testigos Jaime Horacio Rojas Orozco, Orlando Manquillo Campo y Edilma Gurrute Mazabuel señalaron que el Subintendente Eduart Nixon Quilindo Cepeda y el agente Édgar Antonio Montenegro fallecieron en la confrontación, el primero en el puesto de salud, luego de que algunos pobladores lo llevaron herido y el segundo en la casa donde vivía, mientras disparaba desde la ventana.    

5.3.- El comandante de la estación de policía de Puracé había alertado a sus superiores sobre las carencias de la estación de policía de Puracé, así como el incremento de presencia subversiva en la zona y la amenaza de un ataque 
Así lo consignó el comandante de la estación de policía de Puracé en el informe de inteligencia del 16 de junio de 2001, dirigido al comandante del Departamento de Policía del Cauca, en el cual señaló (se trascribe de forma literal):

“Respetuosamente me permito informar a mi Capitán que en lo trascurrido del mes no se tenían informaciones sobre presencia subversiva en la jurisdicción hasta el día 14-06-01 cuando a eso de las 15:00 horas por línea telefónica nos informaron que en la vereda de Chapio a escasos 5 minutos llegó un furgón de color vino tinto y descargó alrededor de 80 subversivos los cuales se dirigieron hacia la Hacienda Los Cristales ubicada en el alto de Anambio jurisdicción de esta localidad, ubicada a unos 20 minutos de la vía que conduce a Puracé-Coconuco”
.   

Posteriormente, el mismo funcionario, mediante oficio del 26 de julio de 2001, puso en conocimiento del comandante del Departamento de Policía del Cauca la necesidad de conseguir un terreno apropiado para la construcción de las instalaciones de la policía en el municipio de Puracé, “tomando en cuenta el gran problema que presenta la unidad actual, especialmente en cuanto a seguridad y bienestar del personal”
.
En el mismo documento el comandante de la estación de policía de Puracé le informó a su superior que las personas querían la presencia de la Policía, pero fuera del pueblo y que había varias propuestas para adquirir lotes fuera del perímetro urbano, lo cual dejaba a su consideración. 

Igualmente, en oficio del 2 de noviembre de 2001, el comandante de la estación de policía de Puracé le solicitó al comandante del Departamento de Policía del Cauca que considerara la posibilidad de enviar a ese municipio a cuatro uniformados más, dado que a esa fecha había 3 agentes en período de vacaciones y solo contaba con 14 personas para prestar el servicio; además, le expresó lo siguiente (se trascribe de forma literal):

“En los últimos días se ha tenido conocimiento por parte de la comunidad sobre la presencia de un alto número de subversivos en la jurisdicción, por lo que se requiere mayor pie de fuerza en el evento de presentarse alguna situación irregular, al tiempo que le solicito muy comedidamente a mi Capitán establecer coordinaciones con los comandos superiores con el propósito de dar viabilidad a la presente solicitud”
 (Negrillas de la Sala).     
También en su declaración ante el a quo, el agente de la Policía Nacional Humberto Hernández señaló que antes del ataque del 31 de diciembre de 2001, la gente rumoraba que los subversivos “estaban por llegar, que estaban más arriba y que permanecían haciendo retenes” y en cuanto a la solicitud de apoyo y/o refuerzos por la amenaza de una incursión armada ilegal manifestó (se trascribe de forma literal):

“Se hizo un informe solicitando refuerzos a Popayán porque había los rumores de la toma, para que lleguen refuerzos, al igual que para que se mejoren las instalaciones que estaban muy precarias, hasta se tomó fotos de las instalaciones pero el día de la toma se llevaron la cámara. (…) La estación era una casa pequeña con paredes normales y techo de eternit, estaba muy precaria”
.       
Igualmente, el agente José Vicente Acero en su testimonio señaló (se trascribe de forma literal):

“Sí teníamos información y los comandos superiores de Popayán lo sabían, entre el 27 y el 29 nos reunimos todos para prever eso y se mandaron oficios a Popayán sobre eso. Es de anotar que allá el puesto de policía es una casa pequeña y no había trincheras (…) eso era lo más pésimo que había, era una casita, habían dos piecitas y una sala, no había seguridad para nosotros”
(Negrillas de la Sala).       
También los agentes Segundo Eduardo Puchana Jurado y Édgar Ascué Muñoz coincidieron en señalar que antes del ataque se había solicitado apoyo para la estación de policía de Puracé.
6. El daño antijurídico

El daño consistente en las muertes del subintendente Eduart Nixon Quilindo Cepeda y del agente Édgar Antonio Montenegro, ocurridas el 31 de diciembre de 2001, se encuentran acreditadas de acuerdo con los documentos ya descritos en acápite anterior de esta providencia, consistentes en las actas de inspección de sus cadáveres, los protocolos de necropsia, el informe suscrito por el comandante de la estación de policía de Puracé y sus registros civiles de defunción.

7. La imputación del daño antijurídico

El a quo consideró que el daño resultaba imputable a la demandada a título de falla en el servicio, toda vez que desatendió las informaciones que oportunamente conoció acerca del incremento de la presencia de actores armados ilegales en la zona, de las precarias condiciones de la estación de policía de Puracé y por omitir el apoyo que los uniformados requirieron durante el ataque del 31 de diciembre de 2001.  
La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional cuestionó la imputación del daño y en su recurso de apelación formuló los siguientes argumentos: 

7.1.- No existió falla en el servicio, pues la estación de policía de Puracé se encontraba dotada con lo que el Departamento de Policía del Cauca tenía a su disposición y sí se coordinó la ayuda con el Ejército Nacional y la Fuerza Aérea
Según la apelante, para el 31 de diciembre de 2001, no solo se tenían informaciones de presencia subversiva en el municipio de Puracé sino en todo el departamento del Cauca, pues incluso las instalaciones de la Policía Nacional en Popayán también fueron atacadas.
Sostuvo que, para esa fecha, la estación de policía de Puracé se encontraba dotada con lo que el Departamento de Policía del Cauca tenía a su disposición y que la patrulla del batallón José Hilario López enviada para apoyarlos fue emboscada y perdieron la vida varios soldados.

En casos como el formulado, la Sala Plena de la Sección Tercera
, reiterada por esta Sala de Subsección
, ha precisado que, de acuerdo con lo que se encuentre probado en el proceso, los títulos por los cuales puede imputarse responsabilidad al Estado por actos violentos de terceros son la falla en el servicio, el riesgo excepcional o el daño especial, bajo los siguientes criterios:

“En conclusión, frente a los actos violentos de terceros, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado considera que el concepto de  falla del servicio opera como fundamento de reparación cuando: i) en la producción del daño estuvo suficientemente presente la complicidad por acción u omisión de agentes estatales
; ii) se acredita que las víctimas contra quienes se dirigió de modo indiscriminado el ataque habían previamente solicitado medidas de protección a las autoridades y estas, siendo competentes y teniendo la capacidad para ello, no se las brindaron
 o las mismas fueron insuficientes o tardías
, de tal manera que su omisión es objeto de reproche jurídico (infracción a la posición de garante)
; iii) la población, blanco del ataque, no solicitó las medidas referidas; no obstante, el acto terrorista era previsible, en razón a las especiales circunstancias fácticas que se vivían en el momento, pero el Estado no realizó ninguna actuación encaminada a evitar de forma eficiente y oportuna el ataque
; y iv) el Estado omitió adoptar medidas de prevención y seguridad para evitar o atender adecuadamente una situación de riesgo objetivamente creada por este
.

“(…).

“Para que el acto violento causado materialmente por terceros sea imputado al Estado es menester que, según lo dicho por esta Corporación, esté dirigido contra blancos selectivos, esto es, personas o instituciones representativas del Estado, pues si el acto violento es de carácter indiscriminado cuyo objetivo es provocar, como lo es el acto de terrorismo, pánico, temor o zozobra entre la población civil, no es posible declarar la responsabilidad del Estado con fundamento en el riesgo excepcional.   

“(…) si la conducta estatal es también lícita, no riesgosa y se ha desarrollado en beneficio del interés general, pero produce al mismo tiempo un daño de naturaleza grave o anormal que impone un sacrificio mayor a un individuo o grupo de individuos determinado con lo que se rompe el principio de igualdad ante las cargas públicas, el fundamento de la responsabilidad será también objetivo bajo la modalidad de daño especial” (Negrillas de la Sala).
Pues bien, de conformidad con las precisiones realizadas por la Sala Plena de la Sección Tercera en la sentencia que se acaba de citar
, procede la Sala a determinar si en el sub judice se presentó alguna de las situaciones que allí se describen y que comprometen la responsabilidad del Estado por actos violentos de terceros:

a) En la producción del daño estuvo suficientemente presente la complicidad por acción u omisión de agentes estatales:

Esta causa se descarta, dado que no se probó participación, complicidad o cooperación alguna de agentes estatales en el ataque perpetrado al municipio de Puracé el 31 de diciembre de 2001, por parte de actores armados ilegales. 
b)   Se acredita que las víctimas contra quienes se dirigió de modo indiscriminado el ataque habían previamente solicitado medidas de protección a las autoridades y estas, siendo competentes y teniendo la capacidad para ello, no se las brindaron o las mismas fueron insuficientes o tardías, de tal manera que su omisión es objeto de reproche jurídico (infracción a la posición de garante):
En el proceso se demostró que el comandante de la estación de policía de Puracé, desde el 16 de junio de 2001 había informado al comandante del Departamento de Policía del Cauca sobre el incremento de la presencia de actores armados en la zona, situación que reiteró el 2 de noviembre de 2001, cuando le solicitó un “mayor pie de fuerza” por la misma razón.    
Igualmente, los testigos agentes de la Policía Nacional Humberto Hernández, José Vicente Acero, Segundo Eduardo Puchana Jurado y Edgar Ascué Muñoz, adscritos a la estación de policía de Puracé para la época de los hechos, confirmaron que se había elaborado un informe solicitando refuerzos a sus superiores con anterioridad al ataque, incluso, que días antes “entre el 27 y el 29 nos reunimos todos para prever eso y se mandaron oficios a Popayán sobre eso”.

No obstante lo anterior, no se probó que el comandante de la estación de policía de Puracé hubiera recibido respuesta de sus superiores o que para el 31 de diciembre de 2001, aunque no se hubiera materializado, se estuviera gestionando el envío de más uniformados o una labor de coordinación con otros organismos de seguridad para respaldar a los miembros de la fuerza pública en el municipio de Puracé, ante la amenaza de un ataque. 
Todos los uniformados que soportaron el ataque del 31 de diciembre de 2001 en el municipio de Puracé coincidieron en afirmar que se encontraban en amenaza de un ataque y que su comandante se lo hizo saber oportunamente a sus superiores, sin obtener respuesta alguna a sus requerimientos.

A ello debe sumarse que el día del ataque los pocos uniformados de la estación de policía de Puracé no contaban con unas instalaciones que brindaran seguridad al personal y que les permitieran repelerlo, pues su sede era una modesta casa con techo de eternit que ni siquiera tenía trincheras, como lo declararon los agentes Humberto Hernández y José Vicente Acero, de modo que debieron responder al ataque desde otros lugares del pueblo como la casa cural, el parque o sus lugares de residencia, expuestos a una gran cantidad de hombres que los superaban en número (más de 300 según los testigos o hasta 400 según el comandante de la estación de policía de Puracé), armados con armas no convencionales.

Más grave aún fue la omisión de apoyo el día del ataque, pues, pese a las múltiples solicitudes de ayuda durante la incursión armada, elevadas por uniformados y pobladores del municipio de Puracé, el Departamento de Policía del Cauca hizo caso omiso a las mismas, toda vez que solo envió ayuda al día siguiente para recoger a los agentes que sobrevivieron, cuando ya la toma había cesado.

De modo que a la desatención y poco interés por la vida, la integridad, la seguridad de sus uniformados y el bienestar de la población en general al hacer caso omiso a las informaciones previas sobre la presencia de sujetos hostiles en la zona, se sumó la negligencia durante el ataque de más de doce horas que padecieron pobladores y agentes de la Policía Nacional, pues ante el pedido de ayuda les dijeron que esta iba en camino, lo cual no sucedió, como lo confirmaron los testigos, entre ellos, los uniformados sobrevivientes a la incursión armada.
Todos los testigos afirmaron que los uniformados de la estación de policía de Puracé no recibieron ningún tipo de apoyo, que solo sobrevoló una aeronave pero se retiró sin brindar asistencia alguna y que fueron los habitantes del lugar quienes intentaron salvaguardar a los miembros de la fuerza pública.           
El subintendente Eduart Nixon Quilindo Cepeda y el agente Édgar Antonio Montenegro murieron en cumplimiento del servicio, respondiendo al ataque igual que sus compañeros y las circunstancias de su fallecimiento están ligadas a las omisiones de la Policía Nacional, pues, no contaron los refuerzos solicitados.
La Policía Nacional no atendió las informaciones que representaban amenaza para sus miembros en el municipio de Puracé, no les envió ningún tipo de instrucción, recursos logísticos, mejoramiento de las instalaciones o el incremento del personal solicitado previamente, pese a tratarse de una zona que para la época de los hechos era notoriamente vulnerable a un ataque armado. 
Tampoco les envió refuerzos el día del ataque y dejó a sus agentes abandonados en una confrontación claramente desigual en cuanto a personal y armamento.  
Así lo reconoció la misma apelante cuando señaló en su recurso que “para el 31 de diciembre de 2001, no solo se tenían informaciones de presencia subversiva en el municipio de Puracé sino por decirlo menos en todo el departamento del Cauca”; sin embargo, no hizo nada para mejorar las condiciones de seguridad de sus agentes o minimizar el riesgo de una confrontación armada como la que soportaron. 
De modo que no puede justificarse la apelante en que la estación de policía de Puracé se encontraba dotada con lo que el Departamento de Policía del Cauca tenía a su disposición, pues con anticipación la entidad sabía que las instalaciones eran precarias, que necesitaban más personal y que existía la amenaza de un ataque, tanto que la última información del comandante de dicha estación fue enviada a su superior el 2 de noviembre de 2001 y el 31 de diciembre siguiente ocurrió la incursión armada. 
Tampoco se probó, como lo afirmó el apelante, que las instalaciones de la Policía Nacional en Popayán fueran atacadas o que se envió una patrulla del batallón José Hilario López que luego fue emboscada y que por esos motivos no llegó el apoyo a los uniformados en el municipio de Puracé, pues no se arrimó evidencia alguna al proceso que demostrara tales circunstancias que se presentaron como justificantes de la omisión al deber de apoyo de la institución frente a sus miembros.    
Siendo así, resultaba exigible para la demandada realizar alguna acción encaminada a evitar de forma eficiente y oportuna un ataque como el ocurrido el 31 de diciembre de 2001, el cual era previsible por las advertencias previas que hizo el comandante de la estación de policía de Puracé a su superior.

Dicho lo anterior, se confirmará la declaración de responsabilidad en contra de la demandada.
8. Indemnización de perjuicios 

8.1.- Lucro cesante

La parte demandada también apeló la condena por concepto de lucro cesante, pues consideró que a los beneficiarios de los señores Eduart Nixon Quilindo Cepeda y Édgar Antonio Montenegro la Policía Nacional les otorgó una pensión de sobrevivientes, motivo por el cual no debían recibir una doble indemnización.

Al proceso no se allegaron copias de los respectivos actos administrativos en los que consten dichos reconocimientos; no obstante, la Sala advierte que estos rubros son compatibles con la indemnización judicial reconocida en este proceso, dado que, de una parte, provienen de causas jurídicas distintas y, de otra, debe darse aplicación al principio de reparación integral del daño, como ya lo ha señalado en casos similares
, motivo por el cual no le asiste razón a la apelante cuando acusa una doble indemnización.

Igualmente, la Sala revisará la liquidación de este rubro para hacer las modificaciones a que haya lugar, siempre que beneficien al apelante único Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional.
Adicionalmente, observa la Sala que el Tribunal a quo reconoció este rubro en favor del grupo familiar del agente Édgar Antonio Montenegro de acuerdo con los siguientes parámetros:

Para los hijos de la víctima el período de liquidación se extendió hasta el momento en que cumplieran los 25 años de edad y para su cónyuge supérstite teniendo en cuenta su vida probable, dado que es más corta comparada con la del occiso. 
Igualmente, tomó como renta base de liquidación el último salario devengado por la víctima actualizado a la fecha de la providencia de primera instancia ($1`925.648,01), aumentado en un 25% por concepto de prestaciones sociales ($2’407.060,01) menos el 25% que la víctima destinaba a sus gastos personales ($1’805.295), suma de la cual el 50% ($902.647,5) fue el ingreso base de liquidación para la indemnización de la señora Martha Elena Sotelo Molano y el otro 50% ($902.647,5) se dividió en dos partes iguales ($451.323,75) para cada uno de sus hijos Francy Katherine Montenegro Sotelo y Édgar Mauricio Montenegro Sotelo.

En la liquidación de lucro cesante para la señora Martha Elena Sotelo Molano se observa que el a quo no aplicó debidamente la fórmula para el cálculo del lucro cesante futuro, pues señaló que la vida probable de la demandante era de 33,52 años correspondiente a 402,24 meses, los que usó para la liquidación sin restarle el período consolidado; además, según la Resolución No. 0497 del 20 de mayo de 1997 de la entonces superintendencia bancaria la vida probable de la actora era de 33,69 años, razón por la cual se verificará la indemnización total así:   

Para el lucro cesante consolidado:

S = Ra x   (1+ i)n - 1    

                       i

En donde: 

S = Es la indemnización a obtener.
Ra = $902.647,5.
N = Número de meses trascurridos entre la fecha de la muerte de la víctima (31 de diciembre de 2001) y la de la providencia de primera instancia (24 de agosto de 2010) (103,75 meses).

I = Interés puro o técnico: 0.004867

Entonces: 


S = $902.647,5.       (1+ 0.004867)103,75   - 1 

                           
      0.004867

S = $121’455.248,67.
En esta fórmula el a quo señaló que el período a liquidar era de 103 meses que arrojó la suma de $120’339.670,89, inferior a la que le correspondía a la demandante pero como este punto no fue motivo de inconformidad dado que la parte actora no apeló, se mantendrá el valor establecido por el a quo.   

Para el lucro cesante futuro:
La vida probable de la señora Martha Elena Sotelo Molano era de 33,69 años que corresponde a 404,28 meses, a los que deberán restarse los 103 meses (tenidos en cuenta por el a quo para la indemnización consolidada), para un total de 301,28 meses.
S = $902.647,5.         (1+ 0.004867)301,28- 1                

                    0.004867 (1+ 0.004867) 301,28

S = $142’510.817,66, diferente a la suma de $159’154.076,98 que había reconocido el a quo.
La indemnización total por concepto de lucro cesante liquidada por el a quo en favor de la señora Martha Elena Sotelo Molano fue de $279’493.747,87, cuando en realidad debió ser de $262’850.488,55 la cual se actualizará de la siguiente manera:

a) Ca = Ch    x  índice final (mayo de 2019)  
    Índice inicial (agosto de 2010)
Ca = $262’850.488,55    x 
102,44

    
                        73,00


Ca: $368’854.489,96. 

En cuanto a la indemnización de la menor Francy Katherine Montenegro Sotelo, el a quo también se equivocó en el período de liquidación del lucro cesante futuro, pues entre la fecha de la sentencia de primera instancia (24 de agosto de 2010) y aquella en que cumplió los 25 años de edad (30 de julio de 2017), señaló como período de liquidación 83 meses, cuando le correspondían 83,19 meses, lo que aumentaría el valor liquidado; sin embargo, como este aspecto no fue objeto de apelación así se mantendrá y se actualizará la suma total reconocida de $90’926.551,72 así:

a) Ca = Ch    x  índice final (mayo de 2019)  
    Índice inicial (agosto de 2010)
Ca = $90’926.551,72    x 
102,44

    
                        73,00


Ca: $127’596.109,02.

Frente a la indemnización del menor Édgar Mauricio Montenegro Sotelo el a quo aplicó correctamente los períodos de liquidación consolidado y futuro, este último  entre la fecha de la sentencia de primera instancia (24 de agosto de 2010) y aquella en que cumplirá los 25 años de edad (11 de julio de 2022), razón por la cual la suma total reconocida de $106’588.625,43 se actualizará así:

a) Ca = Ch    x  índice final (mayo de 2019)  
    Índice inicial (agosto de 2010)
Ca = $106’588.625,43     x 102,44

    
                        73,00


Ca: $149’574.503,96.
El Tribunal a quo también reconoció lucro cesante en favor del grupo familiar del subintendente Eduart Nixon Quilindo Cepeda de acuerdo con los siguientes parámetros:

Para los hijos de la víctima el período de liquidación se extendió hasta el momento en que cumplieran los 25 años de edad y para su cónyuge supérstite teniendo en cuenta su vida probable, dado que es más corta comparada con la del occiso. 

Igualmente, tomó como renta base de liquidación el último salario devengado por la víctima actualizado a la fecha de la providencia de primera instancia ($1’746.819,18), aumentado en un 25% por concepto de prestaciones sociales ($2’183.523,97) menos el 25% que la víctima destinaba a sus gastos personales ($1’637.642,98), suma de la cual el 50% ($818.821,49) fue el ingreso base de liquidación para la indemnización de la señora Carmen Eugenia Gutiérrez Fernández y el otro 50% ($818.821,49) se dividió en dos partes iguales ($409.410,74) para cada uno de sus hijos Caren Tatiana Quilindo Gutiérrez y Nailen Roxana Quilindo Gutiérrez.

En la liquidación de lucro cesante para la señora Martha Elena Sotelo Molano se observa que el a quo no aplicó debidamente la fórmula para el cálculo del lucro cesante futuro, pues señaló que la vida probable de la demandante era de 38,29 años correspondiente a 459,48 meses, los que usó para la liquidación sin restarle el período consolidado; razón por la cual se verificará la indemnización total así:   

Para el lucro cesante consolidado:

S = Ra x   (1+ i)n - 1    

                      i

En donde: 

S = Es la indemnización a obtener.
Ra = $ 818.821,49.
N = Número de meses trascurridos entre la fecha de la muerte de la víctima (31 de diciembre de 2001) y la de la providencia de primera instancia (24 de agosto de 2010) (103,75 meses).

I = Interés puro o técnico: 0.004867

Entonces: 

S = $818.821,49       (1+ 0.004867)103,75   - 1 

                           
          0.004867

S = $110’176.085.
En esta fórmula el a quo señaló que el período a liquidar era de 103 meses, lo que arrojó la suma de $109’165.107,39, inferior a la que le correspondía a la demandante, pero como este punto no fue motivo de inconformidad, dado que la parte actora no apeló, se mantendrá el valor establecido por el a quo.   

Para el lucro cesante futuro:

La vida probable de la señora Carmen Eugenia Gutiérrez Fernández era de 38,29 años que corresponde a 459,48 meses, a los que deberán restarse los 103 meses (tenidos en cuenta por el a quo para la indemnización consolidada), para un total de 356,48 meses.

S = $818.821,49         (1+ 0.004867)356,48- 1                

                    0.004867 (1+ 0.004867) 356,48
S= $138’436.479,98, diferente a la suma de $150’164.578,89 que había reconocido el a quo.
La indemnización total por concepto de lucro cesante liquidada por el a quo en favor de la señora Carmen Eugenia Gutiérrez Fernández fue de $259’328686,28, cuando en realidad debió ser de $247’600.587,37 la cual se actualizará de la siguiente manera:

a) Ca = Ch    x  índice final (mayo de 2019)  
    Índice inicial (agosto de 2010)
Ca = $247’600.587,37    x 
102,44

    
                        73,00


Ca: $347’454.851,65. 

En cuanto a la indemnización de la menor Nailen Roxana Quilindo Gutiérrez, el a quo también se equivocó en el período de liquidación del lucro cesante futuro, pues entre la fecha de la sentencia de primera instancia (24 de agosto de 2010) y aquella en que cumplirá los 25 años de edad (4 de marzo de 2021), señaló como período de liquidación 137 meses, cuando le correspondían 126,33 meses, razón por la cual se realiza la liquidación completa así:

Para el lucro cesante consolidado:

S = Ra x   (1+ i)n - 1    

                      i

En donde: 

S = Es la indemnización a obtener.
Ra = $409.410,74.
N = Número de meses trascurridos entre la fecha de la muerte de la víctima (31 de diciembre de 2001) y la de la providencia de primera instancia (24 de agosto de 2010) (103,75 meses).

I = Interés puro o técnico: 0.004867

Entonces: 


S = $409.410,74       (1+ 0.004867)103,75   - 1 

                           
         0.004867

S = $55’088.041,83.
En esta fórmula el a quo señaló que el período a liquidar era de 103 meses que arrojó la suma de $54’582.053,03, inferior a la que le correspondía a la demandante pero como este punto no fue motivo de inconformidad dado que la parte actora no apeló, se mantendrá el valor establecido por el a quo.   

Para el lucro cesante futuro:
Teniendo en cuenta que el período de liquidación debió ser de 126,33 meses:

S = $409.410,74         (1+ 0.004867)126,33- 1                

                    0.004867 (1+ 0.004867) 126,33

S= $38’566.369,47, diferente a la suma de $40’866.173,14 que había reconocido el a quo.
La indemnización total por concepto de lucro cesante liquidada por el a quo en favor de la menor Nailen Roxana Quilindo Gutiérrez fue de $95’448.126,17, cuando en realidad debió ser de $93’148.422,5 la cual se actualizará de la siguiente manera:

a) Ca = Ch    x  índice final (mayo de 2019)  
    Índice inicial (agosto de 2010)
Ca = $93’148.422,5    x 
102,44

    
                        73,00


Ca: $130’714.032,89. 

En cuanto a la indemnización de la menor Caren Tatiana Quilindo Gutiérrez, el a quo aplicó correctamente los períodos de liquidación consolidado y futuro, este último  entre la fecha de la sentencia de primera instancia (24 de agosto de 2010) y aquella en que cumplirá los 25 años de edad (28 de febrero de 2025), razón por la cual la suma total reconocida de $102’560.446,66 se actualizará así:

a) Ca = Ch    x  índice final (mayo de 2019)  
    Índice inicial (agosto de 2010)
Ca = $102’560.446,66     x 102,44

    
                        73,00


Ca: $143’921.810,35.
8.2.- Perjuicios morales
A título de perjuicios morales los demandantes solicitaron el equivalente a 150 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de ellos.
El Tribunal a quo reconoció la cantidad de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de los demandantes Martha Elena Sotelo Molano, Francy Katherine Montenegro Sotelo, Édgar Mauricio Montenegro Sotelo, Edelmira Bartola Montenegro, Carmen Eugenia Gutiérrez Fernández, Caren Tatiana Quilindo Gutiérrez y Nailen Roxana Quilindo Gutiérrez, en su calidades de cónyuges supérstites, hijos y madre, respectivamente, de las víctimas.

Al señor Rugoberto Quilindo Cepeda el a quo le reconoció la cantidad de 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes en su calidad de hermano del fallecido Eduart Nixon Quilindo Cepeda.

El parentesco de los demandantes con las víctimas se comprobó con las copias auténticas de los registros civiles de matrimonio y de nacimiento, respectivamente, allegados al proceso
.
La Sala encuentra ajustados los montos reconocidos, de acuerdo con lo señalado en el precedente consignado en los fallos del 28 de agosto de 2014
, específicamente en cuanto al reconocimiento de perjuicios morales en casos de muerte, pues los demandantes se encuentran en el primer y segundo grado de consanguinidad. 
Las sumas reconocidas no se actualizarán, dado que están expresadas en salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Coralario de todo lo anterior, la Sala modificará la sentencia de primera instancia en cuanto a los montos reconocidos por concepto de lucro cesante.  

9.- Decisión sobre costas

Habida cuenta de que, para el momento en que se dicta este fallo, el artículo 171 del C.C.A., modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998, indica que solo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente y, en el sub lite ninguna actuó de esa forma, razón por la cual en el presente asunto no habrá lugar a imponerlas.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

F A L L A :

PRIMERO: MODIFICAR el numeral 2 de la parte resolutiva de la sentencia que dictó el Tribunal Administrativo del Cauca, el 24 de agosto de 2010 el cual quedará así:

“2. Como consecuencia, CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional a pagar por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante los siguientes valores:

“Para Martha Elena Sotelo Molano, la suma de $368’854.489,96.  

“Para Francy Katherine Montenegro Sotelo, la suma de $127’596.109,02.

“Para Edgar Mauricio Montenegro Sotelo, la suma de $149’574.503,96.

“Para Carmen Eugenia Gutiérrez Fernández, la suma de $347’454.851,65.

“Para Caren Tatiana Quilindo Gutiérrez, la suma de $143’921.810,35.

“Para Nailen Roxana Quilindo Gutiérrez, la suma de $130’714.032,89.
SEGUNDO: CONFIRMAR en lo demás el fallo apelado. 

TERCERO: Sin costas. 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, por Secretaría REMITIR el expediente al Tribunal de origen. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

       MARÍA ADRIANA MARÍN                        MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO
CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA

� Es la fecha del sello de presentación personal de la demanda en la oficina judicial de Popayán, folio 85 cuaderno 1.


� Se anotan sus nombres como aparecen en la copia auténtica de sus registros civiles de matrimonio y de nacimiento, respectivamente, visibles a folios 3 a 8 del cuaderno 1.


� Los demandantes otorgaron poder para accionar según consta a folios 1 y 2 del cuaderno 1.


� Fls. 65 a 84 cuaderno 1.


� Es la fecha del sello de presentación personal de la demanda en la oficina judicial de Popayán según consta a folio 8 del cuaderno 2.


� Se anotan sus nombres como aparecen en la copia auténtica de sus registros civiles de matrimonio y de nacimiento, respectivamente, allegados a folios 2 a 6 del cuaderno 2.


� Fl. 1 cuaderno 2.     


� Fls. 65 a 84 cuaderno 2.


� Fl. 87 cuaderno 1.


� Fl. 92 cuaderno 1.


� Fls. 87 y 88 cuaderno 2.


� Fl. 91 cuaderno 1.


� Fl. 93 cuaderno 2.


� Fl. 92 cuaderno 2.


� Fls. 94 a 98 cuaderno 1 y folios 95 a 99 cuaderno 2.


� Fl. 1 cuaderno 3.


� Fls. 4 a 6 cuaderno 3.


� Fls. 113 a 116 cuaderno 2.


� Fl. 133 cuaderno 2.


� Fls. 135 a 137 cuaderno 2.


� Fls. 169 a 193 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 197 a 201 cuaderno de segunda instancia.


� Fl. 216 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 224 y 225 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 260 a 262 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 270 a 274 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 278 y 279 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 280 a 282 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 294 a 298 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 300 y 301 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 302 a 304 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 202 a 215 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 312 a 316 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 318 a 322 cuaderno de segunda instancia.


� Fl. 324 cuaderno de segunda instancia.


� Fls. 325 a 330 cuaderno de segunda instancia.


�Artículo 2 del decreto 597 de 1988 que modificó, entre otros, los artículos 129 numeral 2 y 132 numeral 10 del C.C.A.


� Fls. 3 a 8 cuaderno 1 y 2 a 6 cuaderno 2.


� Fls. 16 a 18 cuaderno 1.


� Fls. 16 a 18 cuaderno de pruebas.


� Fls. 19 a 21 cuaderno de pruebas.


� Fls. 74 a 77 cuaderno de pruebas.


� Fls. 82 a 84 cuaderno de pruebas.


� Fls. 63 y 64 cuaderno de pruebas.


� Fls. 64 y 65 cuaderno de pruebas.


� Fls. 65 a 66 cuaderno de pruebas.


� 66 y 67 cuaderno 2.


� Fls. 46 y 47 cuaderno 1.


� Fls. 9 cuaderno 1 y folio 8 cuaderno 2.


� Fls. 12 a 15 cuaderno 1 y folios 14 y 15 cuaderno 2.


� Fls. 25 a 30 cuaderno de pruebas.


� Fls. 32 a 40 cuaderno de pruebas.


� Fls. 16 a 18 cuaderno 1.


� Fl. 40 cuaderno 1.


� Fls. 41 y 42 cuaderno 1.


� Fl. 69 cuaderno de pruebas.


� Fls. 16 a 18 cuaderno de pruebas. 


� Fls. 19 a 21 cuaderno de pruebas.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, sentencia del 20 de junio de 2017, exp. 25000-23-26-000-1995-00595-01(18860), CP: Ramiro Pazos Guerrero. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 14 de marzo de 2019, exp. 05001-23-31-000-2004-00770-01 (49617).


� “Original de la cita: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 4 de septiembre de 1997, rad. 10.140, M.P. Jesús María Carrillo Ballesteros. También ver la sentencia del 29 de mayo de 2014 de la Subsección B, Sección Tercera, rad. 30.377, M.P, Stella Conto Díaz del Castillo, en la que se absolvió al Estado porque no se acreditó la participación de agentes de la fuerza pública en la masacre de la Vereda La Fagua, Chía, ni se probó que los miembros de la comunidad que conocieron del riesgo de la realización de homicidios selectivos en dicha vereda entablaron denuncias o puesto en conocimiento de las autoridades esta situación ni tampoco que el atentado fuera previsible”.


� “Original de la cita: Con fundamento en ese título de imputación se accedió a las pretensiones de los demandantes en sentencias de la Sección Tercera de 11 de diciembre de 1990, rad. 5.417, M.P. Carlos Betancur Jaramillo; 21 de marzo de 1991, rad. 5.595, M.P. Julio César Uribe Acosta; 19 de agosto de 1994, rad. 9.276 y 8.222, M.P. Daniel Suárez Hernández; 2 de febrero de 1995, rad. 9.273, M.P. Juan de dios Montes; 16 de febrero de 1995, rad. 9.040, M.P. Juan de dios Montes; 30 de marzo de 1995, rad. 9.459, M.P. Juan de dios Montes; 27 de julio de 1995, rad. 9.266, M.P. Juan de dios Montes; 6 de octubre de 1995, rad. 9.587, M.P. Carlos Betancur Jaramillo; 14 de marzo de 1996, rad. 11.038, M.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; 29 de agosto de 1996, rad. 10.949, M.P. Daniel Suárez Hernández y 11 de julio de 1996, rad. 10.822, M .P. Daniel Suárez Hernández, entre muchas otras”.


�  “Original de la cita: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 6 de diciembre de 2013, rad. 30.814, M.P. Danilo Rojas Betancourth. En este sentido, véase la sentencia el 11 de julio de 1996, rad. 10.822, M.P. Daniel Suárez Hernández, mediante la cual la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad patrimonial del Estado por la muerte del comandante de guardia de la cárcel del municipio de Cañasgordas (Antioquia) durante un ataque armado perpetrado por presuntos guerrilleros, aprovechando las deficientes condiciones de seguridad que presentaba el establecimiento carcelario”.


� “Original de la cita: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 20 de noviembre de 2008, rad. 20511, M.P. Ruth Stella Correa Palacio. Este fue el título de imputación a partir del cual se declaró la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños causados a las víctimas de la toma del Palacio de Justicia.  Al respecto, véanse, entre otras, las sentencias del 16 de febrero de 1995, rad. 9.040, M.P. Juan de Dios Montes; del 27 de junio de 1995, rad. 9.266, M.P. Juan de Dios Montes;  del 3 de abril de 1995, rad. 9.459, M.P. Juan de Dios Montes; y del 29 de marzo de 1996, rad. 10.920, M.P. Jesús María Carrillo”.


� “Original de la cita: La sentencia del 12 de noviembre de 1993, rad. 8233, M.P. Daniel Suárez Hernández, responsabiliza al Estado por los daños causados con la destrucción de un bus de transporte público por parte de la guerrilla del ELN, en protesta por el alza del servicio de transporte entre los municipios de Bucaramanga y Piedecuesta (Santander).  A juicio de la Sala, el daño es imputable a título de falla del servicio porque, aunque la empresa transportadora no solicitó protección a las autoridades, éstas tenían conocimiento que en esa región ‘el alza del transporte genera reacciones violentas de parte de subversivos en contra de los vehículos con los cuales se presta ese servicio público’. Ver igualmente: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 19 de junio de 1997, rad. 11.875, M.P. Daniel Suárez Hernández”.


� “Original de la cita: 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, sentencia del 20 de junio de 2017, exp. 25000-23-26-000-1995-00595-01(18860), CP: Ramiro Pazos Guerrero.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 28 de septiembre de 2017, exp. 05001-23-31-000-2006-03413-01(39324).


� Fls. 3 a 8 cuaderno 1 y 2 a 6 cuaderno 2.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, expediente 26.251, CP: Jaime Orlando Santofimio Gamboa y expediente 32.988 CP: Ramiro Pazos Guerrero (para el primer grado de consanguinidad se reconoce el equivalente a 100 SMLMV).





